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Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la apoderada de la señora LUZ AMPARO OROZCO LÓPEZ contra el Ministerio de Defensa Nacional, al considerar vulnerados los derechos fundamentales a la seguridad social, dignidad humana, mínimo vital, vida e igualdad.    

1.- SOLICITUD 

En el escrito de tutela la apoderada de la señora OROZCO LÓPEZ manifestó entre otras cosas lo siguiente:
1.1.- Su representada nació el 01-03-55 es decir que en la actualidad cuenta con 59 años de edad, contrajo matrimonio con el señor JOSÉ MARIO VILLEGAS HERNÁNDEZ quien en vida prestó sus servicios en el sector público como policía en el departamento de Caldas vinculado con el Ministerio de Defensa Nacional, durante el tiempo comprendido entre el 01-02-66 y el 01-10-68 (990 días).
1.2.- Durante el tiempo relacionado anteriormente el señor VILLEGAS HERNÁNDEZ efectuó aportes a la entidad accionada CAJA DE SUELDOS DE RETIRO, donde acredita un total de 141.42 semanas, que equivalen a 990 días laborados y aportados. Después de ello no volvió a efectuar cotizaciones o aportes para el sistema de seguridad social en pensiones.
1.3.-  El 28-02-13 la señora LUZ AMPARO elevó solicitud ante el Ministerio de Defensa Nacional en la cual solicitó el reconocimiento y pago de la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes, y el 21-03-13 la accionada responde que dicha petición no es procedente, por lo que el 06-06-13 envió otra nueva solicitud insistiendo en dicho reconocimiento, a la cual también se le dio respuesta negativa el 14-06-13.
1.4.- La negativa de la entidad para el reconocimiento de la indemnización sustitutiva se basa en el hecho de que el esposo de la actora no realizó cotizaciones después del año 1968, fecha en la cual se retiró de la Policía, afirmación que es cierta pero que no es una causa legal ni justa para negar la indemnización que se reclama, si se tiene en cuenta que tanto la Corte Constitucional como el Consejo de Estado han depreciado tal argumento y en su defecto han considerado que es viable el pago de esa prestación, sin que sean necesarias las cotizaciones con fecha posterior al nuevo sistema general de pensiones, esto es, la Ley 100 de 1993.
En virtud a todo lo anterior relaciona amplia jurisprudencia que respalda su pretensión y pide que en acogimiento al principio de favorabilidad, y en atención a la avanzada edad de la actora que le impide acceder al mercado laboral, la ausencia de otro ingreso económico, y el perjuicio irremediable que le ha causado la negación a la que se hace referencia, se tutelen los derechos fundamentales reclamados y se ordene al Ministerio de Defensa Nacional proceder a expedir la respectiva resolución que reconozca la indemnización sustitutiva de sobreviviente. 

2.- CONTESTACIÓN

A pesar de haber sido debidamente notificado, el Ministerio de Defensa Nacional guardó silencio.
3.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos allegados por la parte actora.
4.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992.

4.1.- Problema jurídico planteado 

Corresponde al Tribunal como juez constitucional en sede de tutela, determinar si en el presente evento se presenta una vulneración a los derechos fundamentales de la accionante susceptibles de ser protegidos por este excepcional mecanismo.
4.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela se ha convertido en la principal vía de amparo de derechos fundamentales en Colombia. Desde su creación la H. Corte Constitucional ha expedido fallos que han servido para enaltecer la dignidad humana y condicionar el andamiaje estatal en pro de ella, providencias que de paso orientan la labor de los funcionarios a los que les corresponde fungir como jueces constitucionales.
El tema de las pensiones y reconocimientos prestacionales por su íntima relación con los derechos fundamentales, en especial el de la dignidad del ser humano, ha protagonizado gran parte de los debates que han conducido a los referidos fallos, y ha sido el motivo para que se hayan trazado directrices con relación a la procedencia de este excepcional  mecanismo cuando se busque el reconocimiento de derechos prestacionales. 

De hecho desde sus orígenes se ha establecido la improcedencia general de la acción de tutela en lo que hace con asuntos relativos a reconocimientos pensionales cualquiera sea su índole, aunque la determinación no es absoluta y se han admitido excepciones  cuando se presentan circunstancias especiales que hacen necesario conceder el amparo, en particular, cuando se trata de beneficiar a niños, personas de la tercera edad, o que se encuentran en debilidad manifiesta -sin que esta sola situación sea suficiente para otorgar el amparo-, quienes precisamente por estar fuera del mercado laboral, se entiende que no cuentan con otra forma de obtener recursos para el sostenimiento propio y de su núcleo familiar. 

En tal virtud la posición del máximo órgano de cierre en materia constitucional sigue siendo, en principio, la de excluir el debate pensional de la esfera de dominio del juez en sede de tutela. Al respecto en la sentencia T-344/08 indicó: 

“3. Principio de subsidiariedad de la acción de tutela. Improcedencia de la acción de tutela para ordenar el reconocimiento de una pensión. Reiteración de Jurisprudencia.
 
3.1 De acuerdo con el inciso 3 del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela “[S]olo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Así mismo, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela es improcedente en los casos en que el accionante tenga a su alcance otros recursos o medios de defensa judiciales para la protección de sus derechos.
 
3.2 En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
 
3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-
Como se adujo, no obstante el carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela, la jurisprudencia actual no es completamente cerrada al tema del reconocimiento de prestaciones laborales por este medio, puesto que cada caso particular debe ser analizado con detenimiento, y en él se debe identificar la existencia o no de esas características que permiten que el juez constitucional reconozca el injusto en el cual se ha incurrido y ordene que el mismo cese de manera inmediata.
Las mencionadas características han sido numeradas por la H. Corte Constitucional, por ejemplo en la sentencia T-740/07, expuso: 
“En síntesis, se puede indicar que en virtud del principio de subsidiariedad, la acción de tutela es improcedente para ordenar el reconocimiento de una pensión. Sin embargo, de manera excepcional y de conformidad con las particularidades del caso concreto, la solicitud de amparo será procedente si el juez de tutela determina que (i) los beneficiarios del derecho pensional son sujetos de especial protección constitucional; (ii) los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos para proteger los derechos presuntamente vulnerados; y, (iii) existe certeza sobre la ocurrencia de un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales si el reconocimiento de la pensión no se hace efectivo como mecanismo transitorio. En caso de constatar la procedibilidad de la acción de tutela, ésta está llamada a prosperar si se encuentra plenamente demostrada la afectación de los derechos fundamentales del accionante o de su núcleo familiar; y, cuando conforme a las pruebas allegadas al proceso, el juez de tutela constata que efectivamente, a pesar de que le asiste al accionante el derecho a la pensión que reclama, éste fue negado de manera caprichosa o arbitraria.” -negrilla fuera de texto-
Como se sabe, en el caso bajo análisis precisamente lo que se pretende obtener es el pago de la indemnización sustitutiva, bajo el argumento de que la señora LUZ AMPARO tiene derecho a que se defina dicha prestación en sede de tutela, en atención a su avanzada edad y a la imposibilidad de acceder al mercado laboral, lo que según dice afecta gravemente su derecho al mínimo vital, argumentación frente a la que desde ahora advierte esta magistratura que enfrentadas las enunciadas características jurisprudenciales con la situación fáctica planteada, se encuentra que no le asiste razón en ninguna de las pretensiones, por cuanto:

- Existe una vía diferente para realizar la reclamación que ahora se plantea ante el juez constitucional.

- A pesar de la edad de la actora, no es posible aducir que se encuentra dentro del grupo denominado de la tercera edad y por ende sujeto de especial protección constitucional
. En ese sentido el solo hecho de contar con 59 años de edad no es un criterio suficiente para admitir que el juez de tutela se encuentra facultado para intervenir en un asunto de carácter eminentemente laboral, más aún cuando no se trata de una persona enferma o limitada.
- Si se habla de una vulneración al derecho al mínimo vital de la accionante, no se entienden los motivos por los cuáles se dejó transcurrir más de tres años para acudir ante el juez constitucional, ello si se tiene en cuenta que el fallecimiento del señor JOSÉ MARIO VILLEGAS HERNÁNDEZ tuvo ocurrencia el 01-05-08 y solo hasta el 28-02-13 se realizó una solicitud formal de indemnización sustitutiva ante el Ministerio de Defensa Nacional.
- Es de resaltar que el debate propuesto contiene unas pretensiones que buscan que por favorabilidad se aplique una norma diferente al momento de las cotizaciones realizadas por el esposo de la accionante, las cuales tuvieron origen en el mes de febrero de 1966 y culminaron en enero de 1968, es decir, hace más de 45 años, razón de más para aducir que indiscutiblemente el debate debe plantearse ante el juez ordinario quien tendrá el tiempo y la información suficiente para adoptar la decisión que en derecho corresponda, puesto que para esta magistratura no existe ningún elemento que justifique la intervención del juez constitucional.
En conclusión, la presente acción de tutela no reúne los requisitos mínimos de procedibilidad de la misma, ni tampoco se encuentran probados los elementos necesarios para considerarla viable como mecanismo transitorio, razones suficientes para negar el amparo constitucional solicitado por la apoderada de la accionante.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA POR IMPROCEDENTE la acción de tutela propuesta a favor de la señora LUZ AMPARO OROZCO LÓPEZ.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
� Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007. 


� Según la Sentencia T-138 de 2010 “De conformidad con el documento de Proyecciones de Población elaborado por el Departamento Nacional de Estadística, de Septiembre de 2007� -que constituye el documento oficial estatal vigente para efectos de determinar el indicador de expectativa de vida al nacer-, para el quinquenio 2010-2015, la esperanza de vida al nacer para hombres es de 72.1 años y para mujeres es de 78.5 años. (…) En consecuencia, y a menos que concurran en algún caso concreto circunstancias específicas que ameriten hacer alguna consideración particular, sólo los ciudadanos hombres mayores de 72 años pueden acudir a la tutela como mecanismo excepcional para lograr judicialmente el reconocimiento y pago de una pensión. Y, en tal caso, acreditado ese primer requisito, tendrán también que acreditar los otros requisitos de procedibilidad tales como la demostración de la afectación al mínimo vital, el despliegue de alguna actividad administrativa o judicial y la ineficacia del medio judicial ordinario.
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